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ACTA Nº 17-12
Sesión celebrada el 14 de mayo de 2012
Acta de la sesión ordinaria número diecisiete de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con dieciocho minutos del catorce de mayo del dos mil doce.  
Miembros presentes: Dr. Gary Amador Badilla, Presidente; Dra. Ligia Roxana Sánchez Boza, Vicepresidenta; Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria; Lic. Álvaro Sánchez González, Prosecretario; M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, Tesorero; Lic. Francisco Rodríguez Araya, Vocal I; M.Sc. Juan Carlos Brenes Vargas, Vocal III; M.Sc. Eduardo Calderón Odio, Vocal V; M.Sc. María Cristina Gómez Fonseca, Vocal IV; Licda. Rocío Leiva Trejos, Fiscal. 
Miembros ausentes con justificación: Licda. Nazira Merayo Arias, Vocal II.
Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Annia Picado Mesén. Secretaria de Actas.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria Nº 17-12, del 14 de mayo de 2012.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.-Comprobación de quórum e inicio de sesión,             2.-Aprobación de Agenda Presidencia, 3.- Lectura y Aprobación del acta 16-2012, del 07  de mayo de 2012; 4.- Correspondencia,  5.- Informe de Presidencia, 6.- Informe de Directores y Directoras, 7.-Informe de la Dirección Ejecutiva,  8.-Asuntos Breves de Fiscalía. 
SE ACUERDA 2012-17-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el          Dr. Gary Amador Badilla.  Siete votos. 
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 16-12, DEL 07 DE MAYO DEL 2012.
Revisada el acta 16-12 del 07 de mayo del 2012 por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 
SE ACUERDA 2012-17-002 Aprobar el acta 16-12 celebrada el 07 de mayo del 2012, con las observaciones realizadas por los señores Directores y Directoras. Siete votos. 
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA. 
Al ser las dieciocho horas con treinta minutos ingresa el MSc. Juan Carlos Brenes Vargas.
ARTICULO 4)  CORRESPONDENCIA.
1. Nota DE-ISV-004-2012, suscrita por el Lic. José Luis Menses Rímola, Director Ejecutivo, mediante la cual indica que realizados los respectivos estudios, en los Departamentos de Contabilidad tiene un monto pendiente de ¢31.200.00 y en Fiscalía, no tiene suspensiones ni procesos pendientes, se recomienda aceptar la suspensión voluntaria del Lic. Edgar Manuel Trejos Jiménez, carné 1761. No aporta carné. 

SE ACUERDA 2012-17-003 Aceptar la suspensión voluntaria del Lic. Edgar Manuel Trejos Jiménez, carné 1761.  A partir de la firmeza del presente acuerdo. Se le indica al interesado, que de acuerdo con el Régimen de Seguridad Social de este Colegio, el cese en el pago de cuotas, implica perder los derechos adquiridos en la póliza de vida. Asimismo, se le informa que tiene pendiente de pago el monto ¢31.200.00, por concepto de cuotas de colegiatura. Ocho votos. Responsable: Interesado, Departamento de Contabilidad y Archivo Central

2.  Nota 4028-12, suscrita por la Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General, Corte Suprema de Justicia, mediante la cual indica que con relación al acuerdo de Junta Directiva del Colegio “2012-11-021 Con respecto a la consulta realizada por la Licda. Andreína Vincenzi Guilá, en razón de que ha sido nombrada curadora procesal, pero los honorarios fijados por parte de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, son inferiores a los establecidos en el Arancel de Honorarios Profesionales del Colegio de Abogados y Abogadas, se acoge el informe del AL-366-2011 del Departamento Legal, por lo que se hace atenta excitativa al Consejo Superior del Poder Judicial para que se modifique el Acuerdo 2009-28-004, de la sesión de ese Consejo Nº 029-09, celebrada el día 17 de agosto de 2009, en el sentido de acatar que los honorarios que deben fijar los Despachos Judiciales para los curadores procesales debe ajustarse al Decreto Ejecutivo Nº 36562-JP, que es el Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado, como corresponde de conformidad con el bloque de legalidad que rige este tema por expresa disposición de los artículos 262 párrafo 3 del Código Procesal Civil y 9 inciso 4 y 22 inciso 15 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. El párrafo 3 del artículo 262 del CPC es inconstitucional en el tanto permite al juez que fije como límite inferior de honorarios a recibir por el curador procesal, uno más bajo que el establecido en el Decreto de Honorarios Profesionales, creando de esta forma, una discriminación injustificada entre quienes son abogados designados por la parte interesada y quienes son nombrados como curadores procesales, pese a que la labor que desempeñan es la misma y tiene las mismas responsabilidades. La anterior gestión la realiza el Colegio, como defensor de los intereses de sus agremiadas y agremiados. Diez votos”. Al respecto la el Consejo acuerda: Comunicar a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, que no es posible acceder a lo que se solicita, en razón de que este Consejo estima estar actuando conforme a derecho, criterio que fue avalado por la Sala Constitucional al resolver en sentencia que cuando el Estado paga, se procede bien que sea la Dirección Ejecutiva de este Poder de la República la que establece los Honorarios de Peritos, Honorarios para Ejecutores, Honorarios por Servicios Médicos Forenses y Especialidades Médicas y Tarifa de Médicos por Honorarios, en consecuencia, mantener lo resuelto por este Consejo en sesión Nº 70-11 de 16 de agosto del año pasado, artículo LXI.”
SE ACUERDA 2012-17-004 Con respecto al oficio 4028-12, suscrita por la Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General, Corte Suprema de Justicia, donde indica que con relación al acuerdo de Junta Directiva del Colegio “2012-11-021, sobre el caso de la  Licda. Andreína Vincenzi Guilá, “que no es posible acceder a lo que se solicita, en razón de que este Consejo estima estar actuando conforme a derecho, criterio que fue avalado por la Sala Constitucional al resolver en sentencia que cuando el Estado paga, se procede bien que sea la Dirección Ejecutiva de este Poder de la República la que establece los Honorarios de Peritos, Honorarios para Ejecutores, Honorarios por Servicios Médicos Forenses y Especialidades Médicas y Tarifa de Médicos por Honorarios, en consecuencia, mantener lo resuelto por este Consejo en sesión Nº 70-11 de 16 de agosto del año pasado, artículo LXI.” Se acuerda tomar nota y hacer de conocimiento de la Licda. Andreína Vincenzi Guilá. Ocho votos. Responsable: Secretaría Comunicar. 
Al ser las dieciocho horas con cincuenta y tres minutos ingresa la Licda. Rosibel Jara Velásquez. 

3. Nota CB-009-2012, suscrita por la Licda. Ana Gabriela Badilla Zeledón, Coordinadora Comisión de Becas, mediante la cual presenta acuerdo “2012-09-007: Remitir a la Junta Directiva las modificaciones realizadas al Manual de Becas y Otros estímulos complementarios a fin de que sean analizadas y aprobadas”.
Los señores Directores y Directoras, proceden a realizar un análisis y revisión del Manual de Becas, una vez realizadas las modificaciones consideradas, se somete a consideración. 
SE ACUERDA 2012-17-005 Con base en la nota CB-009-2012, de la Comisión de Becas, se aprueba las modificaciones realizadas al Manual de Becas y Otros estímulos complementarios, con los ajustes realizados por la Junta Directiva. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión de Becas. 
Al ser las diecinueve hors con once minutos ingresa la Licda. Rocío Leiva Trejos. 

5. Oficio DAI-162-2012, suscrito por el MEd. Enrique Sibaja Núñez: Director Académico y de Incorporaciones, mediante la cual presenta las solicitudes de los licenciados y licenciadas en Derecho que cumplen con los requisitos para realizar el proceso de  incorporación, que se llevará a cabo el martes 29 de mayo a las 5:00 p.m: Adriana Abarca Jiménez Univ. de San José; Anel Michelle Aguilar Sandoval Univ. de Costa Rica; Marta Cecilia Araya Delgado Univ. Panamericana; Rudy Araya Jiménez Univ.  Federada de Costa Rica; Marvin Francisco Araya Zúñiga Univ. de San José; Rita de los Ángeles Arce Gutiérrez Univ. de Costa Rica; Víctor Manuel Ariza Vargas Univ. de Costa Rica; Ana Carolina Arroyo Castillo Univ. de San José; Christian Barboza Gómez Univ. Federada de Costa Rica; Francisco Bustamante Fernández Univ. Federada de Costa Rica; Minor Eduardo Bustos Lizano Univ. Federada de Costa Rica; Erika Rosario Calderón Jiménez Univ. de Costa Rica; Rodrigo Calvo Fallas Univ. de Costa Rica; Johanna Camacho Umaña Univ. Cristiana del Sur; Karen Yovanna Carvajal Loaiza Univ.  de Costa Rica; Lidiette Carvajal Sánchez Univ. Cristiana del Sur; Helen Cerdas Mora Univ. Latina de Costa Rica; José Pablo Chacón Alpízar Univ. Cristiana del Sur; Karina Chaves Orocú Univ. Metropolitana Castro Carazo; José Gustavo Chinchilla Castro Univ. Federada de Costa Rica; María Isabel Cordero Gómez Univ. Escuela Libre de Derecho; Eric Arnoldo  Cubero Jiménez Univ. del Valle; Abdenago Duarte Quirós Univ. Metropolitana Castro Carazo; Luis Carlos Fernández Carpio Univ. de Costa Rica; Eugenia María González Obando Univ. Metropolitana Castro Carazo; Marco Antonio Guevara Cruz Univ. Latina de Costa Rica; María Auxiliadora Gutiérrez Martínez Univ. Federada de Costa Rica; Hazel Natalia Hernández Calderón Univ. de Costa Rica; Jorge Arturo Hernández Rodríguez Univ. Federada de Costa Rica; Esmeralda Laguna López Univ. de San José; Susan Melissa Lara Rodríguez Univ. Fidélitas; Gelberth Lizano Chaves Univ. Hispanoamericana;  Lissette Madrigal Marín Univ. Panamericana; Sylvia Elena Marín Mendoza Univ. Cristiana del Sur; Juan José Marín Rivera Univ. del Valle; Kristian Agustín Méndez Sánchez Univ. de Costa Rica; Alexander Monge Cambronero Univ. de San José; Juan Gabriel Monge Obando Univ. Federada de Costa Rica; Edith Montero Matarrita Univ. Federada de Costa Rica; Claudio Alberto Mora Castro Univ. Cristiana del Sur; Rolando Alberto Mora Umaña Univ. Panamericana; Marianela Navarro Valverde Univ. Florencio del Castillo; Franggi Nicolás Solano Univ. Fidélitas; Gabriel de Jesús Ortega Monge Univ. de Costa Rica; Benly Ovares Madrigal Univ. Autónoma de Centro América; Karoline Adriana Prado Castro Univ. Metropolitana Castro Carazo; Ingrid Paola Raygada Romero Univ. Federada de Costa Rica; Amanda Rodríguez Monge Univ. Escuela Libre de Derecho; Milena Rojas Arias Univ. de San José; Josué Rojas Corrales Univ. Fidélitas; Andrea Esmeralda Rojas Padilla Univ. Latina de Costa Rica; Kenneth Richmond Zeledón Univ. Fidélitas; Lisbeth Rubí Hernández Univ. Federada de Costa Rica; Norberto Esteban Sáenz Vindas Univ. de las Ciencias y el Arte de Costa Rica; Álvaro Francisco Sánchez Quesada Univ. de Costa Rica; María  Sandoval Rodríguez Univ. Metropolitana Castro Carazo; Sonia Hada Santillán Hermoza Univ. de San José; Milena Schmidt Malavassi Univ. de Costa Rica; Felipe Segura Chavarría Univ. de San José; Hazel María Siles Acuña Univ. Panamericana; Ernesto José Solano Soto Univ. de San José; Arturo Luis Solís Argüello Univ. Metropolitana Castro Carazo; America Geraldine Soto Monge Univ. Fidélitas; José Andrés Ureña Chaves Univ. de Costa Rica; Jerhyn  Varela Vargas Univ. Metropolitana Castro Carazo; Ivonne Yalile Vargas Cambronero Univ. Panamericana.

SE ACUERDA 2012-17-006 Aprobar las solicitudes de los licenciados y licenciadas en Derecho que cumplen con los requisitos para realizar el proceso de  incorporación, que se llevará a cabo el martes 29 de mayo a las 5:00 p.m: Adriana Abarca Jiménez Univ. de San José; Anel Michelle Aguilar Sandoval Univ. de Costa Rica; Marta Cecilia Araya Delgado Univ. Panamericana; Rudy Araya Jiménez Univ.  Federada de Costa Rica; Marvin Francisco Araya Zúñiga, Univ. de San José; Rita de los Ángeles Arce Gutiérrez Univ. de Costa Rica; Víctor Manuel Ariza Vargas Univ. de Costa Rica; Ana Carolina Arroyo Castillo Univ. de San José; Christian Barboza Gómez Univ. Federada de Costa Rica; Francisco Bustamante Fernández Univ. Federada de Costa Rica; Minor Eduardo Bustos Lizano Univ. Federada de Costa Rica; Erika Rosario Calderón Jiménez Univ. de Costa Rica; Rodrigo Calvo Fallas Univ. de Costa Rica; Johanna Camacho Umaña Univ. Cristiana del Sur; Karen Yovanna Carvajal Loaiza Univ.  de Costa Rica; Lidiette Carvajal Sánchez Univ. Cristiana del Sur; Helen Cerdas Mora Univ. Latina de Costa Rica; José Pablo Chacón Alpízar Univ. Cristiana del Sur; Karina Chaves Orocú Univ. Metropolitana Castro Carazo; José Gustavo Chinchilla Castro Univ. Federada de Costa Rica; María Isabel Cordero Gómez Univ. Escuela Libre de Derecho; Eric Arnoldo  Cubero Jiménez Univ. del Valle; Abdenago Duarte Quirós Univ. Metropolitana Castro Carazo; Luis Carlos Fernández Carpio Univ. de Costa Rica; Eugenia María González Obando Univ. Metropolitana Castro Carazo; Marco Antonio Guevara Cruz Univ. Latina de Costa Rica; María Auxiliadora Gutiérrez Martínez Univ. Federada de Costa Rica; Hazel Natalia Hernández Calderón Univ. de Costa Rica; Jorge Arturo Hernández Rodríguez Univ. Federada de Costa Rica; Esmeralda Laguna López Univ. de San José; Susan Melissa Lara Rodríguez Univ. Fidélitas; Gelberth Lizano Chaves Univ. Hispanoamericana;  Lissette Madrigal Marín Univ. Panamericana; Sylvia Elena Marín Mendoza Univ. Cristiana del Sur; Juan José Marín Rivera Univ. del Valle; Kristian Agustín Méndez Sánchez Univ. de Costa Rica; Alexander Monge Cambronero Univ. de San José; Juan Gabriel Monge Obando Univ. Federada de Costa Rica; Edith Montero Matarrita Univ. Federada de Costa Rica; Claudio Alberto Mora Castro Univ. Cristiana del Sur; Rolando Alberto Mora Umaña Univ. Panamericana; Marianela Navarro Valverde Univ. Florencio del Castillo; Franggi Nicolás Solano Univ. Fidélitas; Gabriel de Jesús Ortega Monge Univ. de Costa Rica; Benly Ovares Madrigal Univ. Autónoma de Centro América; Karoline Adriana Prado Castro Univ. Metropolitana Castro Carazo; Ingrid Paola Raygada Romero Univ. Federada de Costa Rica; Amanda Rodríguez Monge Univ. Escuela Libre de Derecho; Milena Rojas Arias Univ. de San José;Josué Rojas Corrales Univ. Fidélitas; Andrea Esmeralda Rojas Padilla Univ. Latina de Costa Rica; Kenneth Richmond Zeledón Univ. Fidélitas; Lisbeth Rubí Hernández Univ. Federada de Costa Rica; Norberto Esteban Sáenz Vindas Univ. de las Ciencias y el Arte de Costa Rica; Álvaro Francisco Sánchez Quesada Univ. de Costa Rica; María  Sandoval Rodríguez Univ. Metropolitana Castro Carazo; Sonia Hada Santillán Hermoza Univ. de San José; Milena Schmidt Malavassi Univ. de Costa Rica; Felipe Segura Chavarría Univ. de San José; Hazel María Siles Acuña Univ. Panamericana; Ernesto José Solano Soto Univ. de San José; Arturo Luis Solís Argüello Univ. Metropolitana Castro Carazo; America Geraldine Soto Monge Univ. Fidélitas; José Andrés Ureña Chaves Univ. de Costa Rica; Jerhyn  Varela Vargas Univ. Metropolitana Castro Carazo; Ivonne Yalile Vargas Cambronero Univ. Panamericana. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección Académica y de Incorporaciones. 
5. Nota CA-DSR-79-12, suscrita por el Lic. Rodolfo Golfín Leandro, Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa, donde indica que de conformidad con la solicitud planteada por la Filial de San Carlos, según consta en documento adjunto y en consecuencia con la necesidad de una reestructuración integral de la Sede de San Carlos, solicito respetuosamente se proceda a valorar el despido con responsabilidad patronal de la funcionaria Ileana Salas Morales, para que se haga efectivo a partir  de la firmeza del acuerdo. 
SE ACUERDA 2012-17-007 Tomando en cuenta la recomendación de la Filial de San Carlos, se despide con responsabilidad patronal a la Srta. Ileana Salas Morales, Secretaria de la Sede de San Carlos. Lo anterior por motivo de reestructuración integral de la Sede.  Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsables: Departamento de Recursos Humanos. Dirección de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa.
6. Recurso de reposición Procedimiento Administrativo disciplinario interpuesto por la       MBA. Merari Herrera Campos, Proveedora General, contra acuerdo 2012-15-012 de la sesión ordinaria 15-12, del 30 de abril del 2012.  

6. Recurso de reposición Procedimiento Administrativo disciplinario interpuesto por la       MBA. Merari Herrera Campos, Proveedora General, contra acuerdo 2012-15-012 de la sesión ordinaria 15-12, del 30 de abril del 2012.  
 
El Dr. Gary Amador Badilla, expone que la señora Proveedora interpone recurso de reposición contra el Acuerdo de esta Junta N° 2012-15-012, tomado en la sesión ordinaria 15-12 del 30 de abril del 2012. En primer término es menester aclarar que el recurso de reposición es un medio de impugnación horizontal procedente cuando quien dicta el acto final es el jerarca supremo del respectivo órgano o ente administrativo (Jinesta Lobo, Ernesto; Tratado de derecho administrativo; Tomo III; 1° edición; Editorial Jurídica Continental; 2007; pág. 533) En el caso particular el jerarca supremo de este Colegio es la Asamblea General, no esta Junta Directiva, razón por la cual la gestión presentada contra el acuerdo que se impugna no podría ser nunca un recurso de reposición, sino, a lo sumo, un recurso de revocatoria. No obstante ello, debe tener presente la señora Proveedora que la relación laboral existente entre ella y este Colegio es regida por el Derecho Privado (Laboral) tal y como lo ha sostenido la Procuraduría General de la República en su Dictamen N° C-236-2007 y la más avezada doctrina administrativista nuestra encabezada por Eduardo Ortiz Ortiz (En el dictamen sobre la naturaleza jurídica de los colegios profesionales, rendido el 9 de febrero de 1990, Eduardo Ortiz Ortiz, a solicitud de esta corporación, indicó: “En síntesis: sea que el fin del colegio profesional sea uno solo o varios distintos, todos son públicos si están consagrados por la ley…Ahora bien: fines públicos pueden ser logrados mediante contratos y medios jurídicos de Derecho Privado…Se trata de examinar la materia que hay que regular, el problema concreto que hay que resolver en relación con el colegio profesional y,  con base en los elementos de ese problema, de ese caso o tipo de caso, identificar el Derecho aplicable, que puede ser, en unas hipótesis, el D. Público, y, en otras, el D. Privado. Doy ejemplos: las relaciones de empleo del colegio profesional pueden ser laborales, porque no presentan elementos que exijan un régimen distinto del laboral común entre patrono y trabajador.” En igual sentido véase del mismo autor el Tomo II de su Tesis de derecho administrativo, edición 2002, Editorial Stradtmann-Biblioteca Jurídica Diké, pág. 151.), lo que tiene como consecuencia dos cosas primordiales: uno, que en materia laboral privada no procede recurso ninguno ante las sanciones impuestas por el patrono, toda vez que estas son impugnables únicamente en la vía judicial, y dos, que como consecuencia de ello tampoco procede recurso administrativo ninguno (de los que regula el Derecho Administrativo) contra el acto sancionatorio, a no ser, que se estuvieran atacando vicios eminentemente administrativos (del acto administrativo, propiamente). En este caso, según se desprende de los argumentos esbozados por doña Merari, sus inconformidades las cobija bajo el velo de las inexistentes nulidades administrativas (del acto), pues es lo cierto y evidente que el trasfondo de sus reclamos son puramente de índole laboral. Pese a que los anteriores argumentos son suficientes para rechazar ad portas el recurso planteado, esta Junta Directiva se permite hacer algunos comentarios adicionales en lo que respecta propiamente al fondo de las reclamaciones planteadas por la Proveedora. En ningún momento ha dicho el órgano instructor o esta Junta que a la Proveeduría le corresponde realizar la fiscalización de la ejecución de los contratos, como erróneamente lo entiende la reclamante. Lo que se dijo es que la Proveeduría tiene la obligación, impuesta por la Ley (artículos 107 de la Ley de Contratación Administrativa, 219 a 224 del Reglamento a esa Ley) y por la naturaleza de sus funciones (Véase el Manual de Puestos del Colegio, entre los objetivos generales del Puesto de Proveedora están planear, coordinar, ejecutar y controlar todas las compras, adquisiciones, contrataciones y servicios del Colegio, siguiendo los procedimientos y lineamientos establecidos, para cumplir oportunamente con la entrega, distribución y custodia de los bienes y suministros solicitados. Ello son duda supone llevar un cronograma para estar atenta sobre qué bienes o servicios están próximos a escasear y así iniciar con la antelación debida las contrataciones respectivas, previa solicitud que le haga la unidad o departamento correspondiente, luego de que la proveeduría de el aviso correspondiente de que el bien o servicio está próximo a escasear) de realizar las labores de planeamiento y programación que correspondan para el mejor desempeño de sus funciones. En lo que respecta al argumento de que no existe normativa que faculte a esta Junta a imponer la sanción administrativa que le fue impuesta, valga primero señalar que lo que se le impuso a la señora Proveedora fueron sanciones laborales, no administrativas, como erróneamente lo apunta y, segundo, que esas sanciones encuentran su asidero legal en los artículos 38 inciso c), 50 inciso b), 52 inciso b) del Reglamento interior de trabajo de la corporación y 71 inciso b) del Código de Trabajo. Es importante reiterarle a doña Merari que su relación laboral con esta corporación y, consecuentemente, las sanciones impuestas, derivan de la aplicación del derecho privado que es el que la rige, y no del derecho administrativo, como por error parece entenderlo. En lo que atañe a la supuesta ausencia de fundamentos de hecho y derecho, de valoración de prueba y de indefensión, es preciso señalar a doña Merari que no lleva razón en ninguna de sus afirmaciones. Los fundamentos jurídicos que echa de menos se encuentran plasmados en el informe del órgano, en la parte intitulada “CONSIDERANDO” punto “III.- SOBRE EL FONDO”; y los fundamentos de hecho y las pruebas a que se refiere, se mencionan en la parte intitulada “CONSIDERANDO” puntos “I.- HECHOS PROBADOS” y “II.- HECHOS NO PROBADOS”; finalmente, en lo que respecta a su declaración, esta Junta advierte que la misma sí fue tomada en consideración al punto de que en el informe que fue acogido, se dice literalmente y entre otras cosas, en el punto intitulado “III.E.- ALGUNAS CONSEDERACIONES RESTANTES”, que la Proveedora “no lleva razón al indicar que no le corresponde a ella llevar un control del vencimiento de los contratos de suministros de bienes y servicios de la corporación. Tal afirmación es errada y riñe, directamente, con la naturaleza misma de una Proveeduría que consiste en velar por las necesidades de la institución, en este caso, de la corporación. El Colegio es un ente público no estatal, y en ese sentido, le son aplicables en su actuar, las normas de derecho público. Desde esa óptica, la Proveeduría de este Colegio debe ceñirse a los artículos del RLCA que regulan el funcionamiento de las Proveedurías Institucionales por aplicación analógica de las mismas.”  En cuanto al punto de la caducidad alegada, es preciso señalar que ella no operó. El órgano disponía de dos meses para instruir el procedimiento, y era a partir de ese momento que el mes que señala el reglamento interior de trabajo y el Código de Trabajo para imponer la sanción, empezaba a correr. Esta Junta insiste en el hecho de que al ser las relaciones laborales de sus colaboradores de naturaleza privada, el derecho a aplicar es éste, y siendo que en aras del debido proceso debe seguirse una investigación, es a partir de finalizada ésta, que los plazos señalados empiezan a correr. Así lo ha señalado la doctrina y la jurisprudencia patria especialmente en entes como el Colegio (de derecho público no estatal) en donde hay una aplicación tanto de normas de derecho público (posibilidad de crear órganos instructores para este tipo de situaciones) como de derecho privado (materia laboral), pues de lo contrario se sacrificaría la facultad de sancionar del patrono, dando pie a que sus colaboradores transgredan sus obligaciones sin ningún castigo posible. Finalmente, en lo que respecta a los hechos intimados, nuevamente se indica que se está en una relación de derecho laboral privado, razón por la cual la intimación o imputación de hechos no circunscriben el ámbito de aplicación de sanciones. Dicho de otro modo, si de la recopilación de información realizada se concluye que los hechos por los que originalmente se investigó a la persona no se dieron, pero si hubo en el proceder del o la trabajadora otras violaciones a las obligaciones laborales, es posible imponer las sanciones (laborales) que correspondan sin que ello suponga una violación al derecho de defensa. Los argumentos que pueda tener el trabajador en defensa de sus derechos ante la sanción impuesta por el patrono los debe hacer ante el juez laboral y no a lo interno de su ámbito de trabajo (el Colegio). Así las cosas, esta Junta rechaza ad portas el recurso de reposición presentado por la Proveedora contra el Acuerdo de esta Junta N° 2012-15-012, tomado en la sesión ordinaria 15-12 del 30 de abril del 2012.
 

SE ACUERDA 2012-17-008 Con base en las  siguientes consideraciones se rechaza  el recurso de reposición presentado por la MBA. Merari Herrera Campos, Proveedora, contra el acuerdo de esta Junta Directiva 2012-15-012, tomado en la sesión ordinaria 15-12 del 30 de abril del 2012. En primer término es menester aclarar que el recurso de reposición es un medio de impugnación horizontal procedente cuando quien dicta el acto final es el jerarca supremo del respectivo órgano o ente administrativo (Jinesta Lobo, Ernesto; Tratado de derecho administrativo; Tomo III; 1° edición; Editorial Jurídica Continental; 2007; pág. 533) En el caso particular el jerarca supremo de este Colegio es la Asamblea General, no esta Junta Directiva, razón por la cual la gestión presentada contra el acuerdo que se impugna no podría ser nunca un recurso de reposición, sino, a lo sumo, un recurso de revocatoria. No obstante ello, debe tener presente la señora Proveedora que la relación laboral existente entre ella y este Colegio es regida por el Derecho Privado (Laboral) tal y como lo ha sostenido la Procuraduría General de la República en su Dictamen N° C-236-2007 y la más avezada doctrina administrativista nuestra encabezada por Eduardo Ortiz Ortiz (En el dictamen sobre la naturaleza jurídica de los colegios profesionales, rendido el 9 de febrero de 1990, Eduardo Ortiz Ortiz, a solicitud de esta corporación, indicó: “En síntesis: sea que el fin del colegio profesional sea uno solo o varios distintos, todos son públicos si están consagrados por la ley…Ahora bien: fines públicos pueden ser logrados mediante contratos y medios jurídicos de Derecho Privado…Se trata de examinar la materia que hay que regular, el problema concreto que hay que resolver en relación con el colegio profesional y,  con base en los elementos de ese problema, de ese caso o tipo de caso, identificar el Derecho aplicable, que puede ser, en unas hipótesis, el D. Público, y, en otras, el D. Privado. Doy ejemplos: las relaciones de empleo del colegio profesional pueden ser laborales, porque no presentan elementos que exijan un régimen distinto del laboral común entre patrono y trabajador.” En igual sentido véase del mismo autor el Tomo II de su Tesis de derecho administrativo, edición 2002, Editorial Stradtmann-Biblioteca Jurídica Diké, pág. 151.), lo que tiene como consecuencia dos cosas primordiales: uno, que en materia laboral privada no procede recurso ninguno ante las sanciones impuestas por el patrono, toda vez que estas son impugnables únicamente en la vía judicial, y dos, que como consecuencia de ello tampoco procede recurso administrativo ninguno (de los que regula el Derecho Administrativo) contra el acto sancionatorio, a no ser, que se estuvieran atacando vicios eminentemente administrativos (del acto administrativo, propiamente). En este caso, según se desprende de los argumentos esbozados por doña Merari, sus inconformidades las cobija bajo el velo de las inexistentes nulidades administrativas (del acto), pues es lo cierto y evidente que el trasfondo de sus reclamos son puramente de índole laboral. Pese a que los anteriores argumentos son suficientes para rechazar ad portas el recurso planteado, esta Junta Directiva se permite hacer algunos comentarios adicionales en lo que respecta propiamente al fondo de las reclamaciones planteadas por la Proveedora. En ningún momento ha dicho el órgano instructor o esta Junta que a la Proveeduría le corresponde realizar la fiscalización de la ejecución de los contratos, como erróneamente lo entiende la reclamante. Lo que se dijo es que la Proveeduría tiene la obligación, impuesta por la Ley (artículos 107 de la Ley de Contratación Administrativa, 219 a 224 del Reglamento a esa Ley) y por la naturaleza de sus funciones (Véase el Manual de Puestos del Colegio, entre los objetivos generales del Puesto de Proveedora están planear, coordinar, ejecutar y controlar todas las compras, adquisiciones, contrataciones y servicios del Colegio, siguiendo los procedimientos y lineamientos establecidos, para cumplir oportunamente con la entrega, distribución y custodia de los bienes y suministros solicitados. Ello son duda supone llevar un cronograma para estar atenta sobre qué bienes o servicios están próximos a escasear y así iniciar con la antelación debida las contrataciones respectivas, previa solicitud que le haga la unidad o departamento correspondiente, luego de que la proveeduría de el aviso correspondiente de que el bien o servicio está próximo a escasear) de realizar las labores de planeamiento y programación que correspondan para el mejor desempeño de sus funciones. En lo que respecta al argumento de que no existe normativa que faculte a esta Junta a imponer la sanción administrativa que le fue impuesta, valga primero señalar que lo que se le impuso a la señora Proveedora fueron sanciones laborales, no administrativas, como erróneamente lo apunta y, segundo, que esas sanciones encuentran su asidero legal en los artículos 38 inciso c), 50 inciso b), 52 inciso b) del Reglamento interior de trabajo de la corporación y 71 inciso b) del Código de Trabajo. Es importante reiterarle a doña Merari que su relación laboral con esta corporación y, consecuentemente, las sanciones impuestas, derivan de la aplicación del derecho privado que es el que la rige, y no del derecho administrativo, como por error parece entenderlo. En lo que atañe a la supuesta ausencia de fundamentos de hecho y derecho, de valoración de prueba y de indefensión, es preciso señalar a doña Merari que no lleva razón en ninguna de sus afirmaciones. Los fundamentos jurídicos que echa de menos se encuentran plasmados en el informe del órgano, en la parte intitulada “CONSIDERANDO” punto “III.- SOBRE EL FONDO”; y los fundamentos de hecho y las pruebas a que se refiere, se mencionan en la parte intitulada “CONSIDERANDO” puntos “I.- HECHOS PROBADOS” y “II.- HECHOS NO PROBADOS”; finalmente, en lo que respecta a su declaración, esta Junta advierte que la misma sí fue tomada en consideración al punto de que en el informe que fue acogido, se dice literalmente y entre otras cosas, en el punto intitulado “III.E.- ALGUNAS CONSEDERACIONES RESTANTES”, que la Proveedora “no lleva razón al indicar que no le corresponde a ella llevar un control del vencimiento de los contratos de suministros de bienes y servicios de la corporación. Tal afirmación es errada y riñe, directamente, con la naturaleza misma de una Proveeduría que consiste en velar por las necesidades de la institución, en este caso, de la corporación. El Colegio es un ente público no estatal, y en ese sentido, le son aplicables en su actuar, las normas de derecho público. Desde esa óptica, la Proveeduría de este Colegio debe ceñirse a los artículos del RLCA que regulan el funcionamiento de las Proveedurías Institucionales por aplicación analógica de las mismas.”  En cuanto al punto de la caducidad alegada, es preciso señalar que ella no operó. El órgano disponía de dos meses para instruir el procedimiento, y era a partir de ese momento que el mes que señala el reglamento interior de trabajo y el Código de Trabajo para imponer la sanción, empezaba a correr. Esta Junta insiste en el hecho de que al ser las relaciones laborales de sus colaboradores de naturaleza privada, el derecho a aplicar es éste, y siendo que en aras del debido proceso debe seguirse una investigación, es a partir de finalizada ésta, que los plazos señalados empiezan a correr. Así lo ha señalado la doctrina y la jurisprudencia patria especialmente en entes como el Colegio (de derecho público no estatal) en donde hay una aplicación tanto de normas de derecho público (posibilidad de crear órganos instructores para este tipo de situaciones) como de derecho privado (materia laboral), pues de lo contrario se sacrificaría la facultad de sancionar del patrono, dando pie a que sus colaboradores transgredan sus obligaciones sin ningún castigo posible. Finalmente, en lo que respecta a los hechos intimados, nuevamente se indica que se está en una relación de derecho laboral privado, razón por la cual la intimación o imputación de hechos no circunscriben el ámbito de aplicación de sanciones. Dicho de otro modo, si de la recopilación de información realizada se concluye que los hechos por los que originalmente se investigó a la persona no se dieron, pero si hubo en el proceder del o la trabajadora otras violaciones a las obligaciones laborales, es posible imponer las sanciones (laborales) que correspondan sin que ello suponga una violación al derecho de defensa. Los argumentos que pueda tener el trabajador en defensa de sus derechos ante la sanción impuesta por el patrono los debe hacer ante el juez laboral y no a lo interno de su ámbito de trabajo (el Colegio). Así las cosas, esta Junta rechaza ad portas el recurso de reposición presentado por la Proveedora contra el Acuerdo de esta Junta N° 2012-15-012, tomado en la sesión ordinaria 15-12 del 30 de abril del 2012. Dichas consideraciones se hacen de conocimiento de la señora Proveedora. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría Comunicar.   
ARTICULO 5)  INFORME DE PRESIDENCIA.
5.1 El Dr. Gary Amador Badilla, informa que el próximo lunes no se llevará a cabo la sesión de Junta Directiva, por celebrarse el Día de San Ivo, actividad en la cual se ofrecerá un reconocimiento a los abogados y abogadas que cumplen 25 y 50 años en el ejercicio de la profesión, y al Abogado Distinguido 2012Asimismo, se contará con la feria de alianzas comerciales que ha firmado el Colegio. 
ARTICULO 6)  INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS.
6.1 La Dra. Roxana Sánchez Boza, en calidad de integrante de la Comisión de Cultura, comenta que en el marco de la celebración del Día de San Ivo, el próximo sábado 19 de mayo, de 9:00 a.m. a 12:00 md, se llevará a cabo en el Colegio, una actividad para hijos e hijas de personas agremiadas. Con juegos tradicionales.  En razón de lo anterior somete a consideración del monto de ¢150.000.00 para cubrir los gastos de atención a los niños (as).
SE ACUERDA 2012-17-009 Con base en la solicitud de la Comisión de Cultura, se autoriza que en el marco de la celebración del Día de San Ivo, el próximo sábado 19 de mayo, de 9:00 a.m. a 12:00 md, se lleve a cabo en el Colegio, una actividad para niños y niñas de personas agremiadas, para cual se aprueba el presupuesto de ¢150.000.00.  Rebajar del fondo de Comisiones. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión de Cultura, Dirección de Finanzas e Inversiones. 

6.1.2 La Dra. Roxana Sánchez Boza, señala que el pasado viernes asistió en representación del señor Presidente al  “Foro Nacional de Mujeres Indígenas”, organizado por el INAMU, con la representación además del Lic. Juan Carlos Arredondo, Coordinador de la Comisión de Asuntos Indígenas del Colegio. 
Por otra parte, externa preocupación por la problemática indígena que es en diversas áreas, por lo que considera que la Comisión Pro Bono del Colegio, debe colaborar en algunos temas de interés, para lo cual la comunidad indígena reunirá una serie de casos que podrán ser analizados y resueltos por dicha Comisión. 
SE ACUERDA 2012-17-010 Tomando en cuenta lo expuesto por la Dra. Roxana Sánchez Boza, con respecto a la problemática indígena, identificada con motivo de su asistencia al “Foro Nacional de Mujeres Indígenas”, en el momento que la comunidad indígena puntualice su problemática, sea trasladada a la Comisión Pro Bono del Colegio, para que procedan a su análisis y recomendaciones. Diez votos. Responsable: Comisión Probono. 
6.1.3 La Dra. Roxana Sánchez Boza, indica que la Licda. Evelyn Salas y el Lic. Jaime Barrantes, escribieron un libro denominado “Comentario al Código Civil”, por lo que solicitan la posibilidad de llevar a cabo la presentación del libro en el Colegio de Abogados y Abogadas, la cual estará a cargo de la Magistrada Anabelle León Feolli. 
SE ACUERDA 2012-17-011 Que la Comisión Académica coordine la presentación del libro denominado “Comentario al Código Civil”, de la Licda. Evelyn Salas y el Lic. Jaime Barrantes.  Dicha presentación estará a cargo de la Magistrada Anabelle León Feolli. El refrigerio que se ofrecerá en la presentación del libro, estará a cargo de los autores. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsables: Comisión Académica. 
6.1.4 La Dra. Roxana Sánchez Boza, propone establecer un sello de calidad para premiar las instituciones públicas y privadas que den excelente atención a los notarios y notarias del país.
SE ACUERDA 2012-17-012 Se aprueba establecer un sello de calidad para premiar las instituciones públicas y privadas que den excelente atención a los notarios y notarias del país. Se asigna como responsable de la ejecución del acuerdo  a la Comisión de Notariado, la cual deberá presentar un primer informe en el plazo de un mes, contado a  partir de la firmeza de este acuerdo. Diez votos. Responsables: Comisión de Notariado.
 
6.1.5 La Dra. Roxana Sánchez Boza, comenta que hace unos meses por parte del            Lic. Marco Antonio Jiménez Carmiol, quien es integrante de la Comisión de Notariado y miembro suplente por parte del Colegio ante el Consejo Superior Notarial, se planteó la idea de que sea dicho Consejo, el ente representante ante la Unión Internacional de Notariado Latino. El Colegio de Abogados es el fundador y por otra parte es quien representa al gremio.              El Consejo Superior Notarial, es un ente que está formado institucionalmente, porque su naturaleza le impide salir a la defensa de los agremiados. En ese sentido, sugiere tomar el acuerdo que sea el Colegio de Abogados quien participe en defensa de los agremiados y agremiadas ante el ahora denominado Unión Internacional de Notariado. 
SE ACUERDA 2012-17-013 Que el Colegio de Abogados y Abogadas siga siendo el representante en defensa de los agremiados y agremiadas, ante el la Unión Internacional de Notariado. Diez votos. Responsable: Dra. Roxana Sánchez Boza. 

6.2 La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, indica que el año pasado se firmó la “Carta de Entendimiento  entre el Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior de Costa Rica y el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica”, donde su objetivo fue  desarrollar una alianza entre ambas instituciones con el fin de llevar a cabo: 1. la validación, la reformulación y actualización permanente de la versión inicial de la especificación para carreras de Derecho del  Modelo de Evaluación con fines de Acreditación del SINAES. 2. La promoción de evaluación con fines de Acreditación Oficial de Carreras y Programas de Derecho a partir del Modelo de Evaluación con fines de acreditación con énfasis en las carreras de Derecho. Deben existir pares extranjeros y pares nacionales, los pares extranjeros se encuentran nombrados por SINAES, y nos está solicitando recomendación para nombrar a los pares nacionales. Enfatiza que los requisitos son muy específicos, por lo que la selección de los pares, es difícil. En razón de lo anterior, la Comisión Académica, recomienda designar a: la Licda. Ana Margarita Araujo Gallegos, Lic. Miguel Arias Maduro y al Dr. Juan Carlos Esquivel Favaretto. 
 El Dr. Gary Amador Badilla, somete a consideración lo planteado por la MSc. María Cristina Gómez Fonseca. 
 
SE ACUERDA 2012-17-014 Con base en la Carta de Entendimiento firmada entre el Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior de Costa Rica y el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y tomando en cuenta la recomendación de la Comisión Académica, sobre la solicitud del SINAES, se designan  a la Licda. Ana Margarita Araujo Gallegos, Lic. Miguel Arias Maduro y al Dr. Juan Carlos Esquivel Favaretto, como Pares Nacionales  para los procesos de acreditación y reacreditación pronto a iniciarse. Lo anterior, tomando en cuenta que dichos colegas, cumplen con los requisitos para el nombramiento. Diez votos.  ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría Comunicar. 
ARTICULO 7)  INFORME DIRECCIÓN EJECUTIVA.

7.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, comenta que la Dirección Nacional de Notariado, publicó el día de hoy la lista de 2921 notarios que se encuentran morosos. Anteriormente cuando el Colegio suspendía a algún agremiado o agremiado que fuera notarios, la Dirección de Notariado, automáticamente suspendía. Pero a raíz de un voto de la Sala Constitucional cuando el Colegio suspende un notario (a), la Dirección Nacional de Notariado, debe realizar un debido proceso. Revisando la lista indicada, aparecen únicamente 52 abogados de los 522 que ha suspendido el Colegio por morosidad y 1 de los 82 suspendidos por asuntos disciplinarios.   Dado lo anterior,  destaca la importancia de la que DNN, facilite la lista de notarios (as) para que el Colegio la revise y les facilite el seguimiento al debido proceso. 
SE ACUERDA 2012-17-015 Que la Dra. Roxana Sánchez Boza, coordine las acciones respectivas con la Dirección Nacional de Notariado, para que conjuntamente se analice las listas de los notarios y notarias, con el fin de proceder a  revisar cuáles han sido suspendidos por el Colegio y así comunicarlo a la DNN para que puedan realizar el debido proceso. Diez votos. Responsable: Dra. Roxana Sánchez Boza. Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo. Secretaría comunicar. 
ARTICULO 8)  ASUNTOS BREVES Y DE FONDO  DE FISCALÍA.
8.1.- ASUNTOS BREVES:

8.1.1.- Expediente Nº: 612-10 (1). Denunciada: Licda. Yasmin Ivonne Herrera Mahomar. Denunciante: Juan Rafael Morales Salas. 
SE ACUERDA 2012-17-016 Rechazar el recurso de apelación por extemporáneo y confirmar lo resuelto. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. 
8.1.2.- Expediente Nº: 091-12 (1). Denunciado: Lic. Javier Vargas Pérez. Denunciante: Alejandra Mitchael Fenner Rojas. 
SE ACUERDA 2012-17-017 Acoger el desistimiento de la denunciante y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.3.- Expediente N°: 797-11 (1). Denunciada: Licda. Jenny Cornejo Solórzano. Denunciante: Rafael Ángel Duverrán Quesada. 
SE ACUERDA 2012-17-018 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.4.- Expediente N°: 417-11 (1). Denunciado: Lic. Eduardo Sáenz Solano. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Siquirres). 
SE ACUERDA 2012-17-019 Rechazar el recurso de apelación. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.5.- Expediente N°: 085-12 (3). Denunciado: Lic. Rodrigo Alberto Herrera Fonseca. Denunciante: Lilliam Elisa Oporta Guadamuz. 
SE ACUERDA 2012-17-020 Rechazar de plano la presente denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.6.- Expediente N°: 160-12 (3). Denunciada: Licda.  Jenny Ramírez Robles. Denunciante: Nora Castro Jiménez. 
SE ACUERDA 2012-17-021 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.7.- Expediente Nº: 440-11 (4). Denunciada: Licda. María De Los Ángeles Alfaro Rodríguez. Denunciante: Yurien Alvarado Molina. 
SE ACUERDA 2012-17-022 Acoger el desistimiento y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.8.- Expediente Nº: 199-11 (4). Denunciada: Licda. Vilma Meza Mora. Denunciante: Jeannette Artavia Solano. 
SE ACUERDA 2012-17-023 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.9.- Expediente Nº: 363-09 (4). Denunciado: Lic. Pablo Rodríguez Solano. Denunciante: Pedro Florentino López. 
SE ACUERDA 2012-17-024 Rechazar la solicitud de aplicación del 87 bis a la denunciada, ordenando procederse de inmediato a la ejecución del acto final. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.10.- Expediente Nº: 092-10 (4). Denunciada: Licda. Ligia Rodríguez Pacheco. Denunciante: Carmen Julia Quesada Campos. 
SE ACUERDA 2012-17-025 Rechazar la solicitud de aplicación del 87 bis a la denunciada, ordenando procederse a la ejecución del acto final. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.11.- Expediente Nº: 443-10 (5). Denunciado: Lic. José Alberto Brenes León. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Puntarenas). 
SE ACUERDA 2012-17-026 Rechazar la solicitud de adición y aclaración interpuesta. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.12.- Expediente Nº: 310-11 (5). Denunciado: Lic. Rodolfo Alexander Price Chinchilla. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 
SE ACUERDA 2012-17-027 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser planteada de tenerse las piezas solicitadas. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.13.- Expediente Nº: 333-11 (5). Denunciado: Lic. José Ronny Sandí Murillo. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Alajuela, sede Atenas). 
SE ACUERDA 2012-17-028 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser planteada de tenerse las piezas solicitadas. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.14.- Expediente Nº: 651-10 (5). Denunciado: Lic. Olman Alvarado Cervantes. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal de Heredia). 
SE ACUERDA 2012-17-029 Declarar la caducidad del procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.15.- Expediente Nº: 117-12 (6). Denunciada: Licda. Lidia González Mora. Denunciante: María del Carmen Redondo Solís (INVU). 
SE ACUERDA 2012-17-030 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.16.- Expediente Nº: 125-12 (6). Denunciados: Lic. Bernardo González Aguilar y Licda. Alma Monterrey Rogers. 
SE ACUERDA 2012-17-031 Rechazar de plano y ordenar el archivo del la presente denuncia. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.17.- Expediente Nº: 187-11 (6). Denunciados: Lic. Carlos Medrano Rojas, y Lic. Marvin Cubero Martínez. Denunciantes: Augusta Spangaro y Giovanni Spangaro. 
SE ACUERDA 2012-17-032 Homologar el acuerdo conciliatorio y archivar el expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.- ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

8.2.1.- Expediente N°: 002-12 (2). Denunciado: Lic. José Martín Zúñiga Brenes. Denunciante: De oficio (Juzgado de Tránsito de Desamparados). 

SE ACUERDA 2012-17-033 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.2.- Expediente N°: 058-12 (2). Denunciado: Lic. Fernando Zamora Castellanos. Denunciante: De oficio (Juzgado de Familia de Heredia). 

SE ACUERDA 2012-17-034 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.3.- Expediente Nº: 114-12 (2). Denunciado: Lic. César Fonseca Sequeira. Denunciante: De oficio (Tribunal de Puntarenas). 

SE ACUERDA 2012-17-035 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.4.- Expediente Nº: 074-12 (2). Denunciado: Lic. Hiner Fernando Segura Aguilar. Denunciante: Juan Arturo Rivera Rodríguez. 

SE ACUERDA 2012-17-036 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.5.- Expediente Nº: 139-12 (2). Denunciado: Lic. Álvaro de Jesús Palma Vargas. Denunciante: De oficio (Registro Nacional). 

SE ACUERDA 2012-17-037 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.6.- Expediente Nº: 101-12 (2). Denunciado: Lic. Ricardo Argüello Chaverri. Denunciante: Emma Alas Salas. 

SE ACUERDA 2012-17-038 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.7.- Expediente Nº: 087-12 (2). Denunciada: Licda. Ana Cristina Mata Colombari. Denunciante: Hazel Aguilar Herrera. 

SE ACUERDA 2012-17-039 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.8.- Expediente Nº: 092-12 (2). Denunciado: Lic. Omar Antonio Vindas Corrales. Denunciante: Luis Gerardo Berrocal Artavia. 

SE ACUERDA 2012-17-040 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.9.- Expediente Nº: 079-12 (2). Denunciado: Lic. Johnny León Guido. Denunciante: Ray Anthony Steel Borns. 

SE ACUERDA 2012-17-041 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.10.- Expediente Nº: 084-12 (2). Denunciado: Lic. Máximo Corrales Vega. Denunciante: Oscar Gerardo Cruz Zamora. 

SE ACUERDA 2012-17-042 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.11.- Expediente Nº: 106-12 (2). Denunciado: Lic. Ulises Dixon Morales. Denunciante: Franklin Andrés Rostran. 

SE ACUERDA 2012-17-043 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.12.- Expediente Nº: 127-12 (2). Denunciado: Lic. Jorge Luis Acosta Campos. Denunciante: Edwin Gonzalo Mora Montero. 
SE ACUERDA 2012-17-044 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.13.- Expediente N°: 116-12 (4). Denunciado: Lic. Otoniel Badilla Villanueva. Denunciante: Sonia Sibaja Trejos. 

SE ACUERDA 2012-17-045 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.14.- Expediente N°: 129-12 (4). Denunciado: Lic. Israel Méndez Villalobos. Denunciante: Luis Alfredo Villalobos Corella. 
SE ACUERDA 2012-17-046 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.15.- Expediente N°: 153-12 (4). Denunciado: Lic. Maykool Acuña Ugalde. Denunciante: Kattia Oviedo Rojas apoderada de Transportes Oviedo Rojas Sociedad Anónima. 

SE ACUERDA 2012-17-047 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.16.- Expediente N°: 180-12 (5). Denunciada: Licda. Rocío Córdoba Cambronero. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-17-048 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.17.- Expediente N°: 179-12 (5). Denunciado: Lic. Antonio Madrigal Rodríguez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Turrialba). 

SE ACUERDA 2012-17-049 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.18.- Expediente N°: 177-12 (5). Denunciado: Lic. Gustavo Alvarado Sánchez. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela). 

SE ACUERDA 2012-17-050 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.19.- Expediente N°: 166-12 (5). Denunciado: Lic. Alex Chavarría Castillo. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal de la Zona Sur). 
SE ACUERDA 2012-17-051 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.20.- Expediente N°: 170-12 (5). Denunciado: Lic. Mario Soto Baltodano. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-17-052 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.21.- Expediente N°: 143-12 (5). Denunciado: Lic. David Raúl Matamoros Salazar. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Hacienda y Función Pública, Segundo Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-17-053 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.22.- Expediente N°: 159-12 (5). Denunciado: Lic. Mario Enrique Muñoz Jiménez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-17-054 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.23.- Expediente N°: 134-12 (5). Denunciado: Lic. Jorge Arturo Campos Araya. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela). 

SE ACUERDA 2012-17-055 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.24.- Expediente N°: 124-12 (5). Denunciados: Lic. Oscar Alberto Parini Segura y Lic. Álvaro Yanarella Montero. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste). 

SE ACUERDA 2012-17-056 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.25.- Expediente N°: 109-12 (5). Denunciado: Lic. Ricardo González Fournier. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-17-057 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.26.- Expediente N°: 110-12 (5). Denunciado: Lic. Roy Alberto Guerrero Olivares. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela). 

SE ACUERDA 2012-17-058 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.27.- Expediente N°: 112-12 (5). Denunciada: Licda. Sandra Patricia Chacón Sánchez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Cartago). 

SE ACUERDA 2012-17-059 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.28.- Expediente N°: 118-12 (5). Denunciado: Lic. David Hernández Orozco. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de San Ramón). 

SE ACUERDA 2012-17-060 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.29.- Expediente Nº: 154-12 (6). Denunciada: Licda. María del Rocío Montero Vilchez. Denunciante: Ana Villalobos Bolaños. 

SE ACUERDA 2012-17-061 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.30.- Expediente Nº: 165-12 (6). Denunciado. Lic. Gerardo Machado Ramírez. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal de Cartago). 

SE ACUERDA 2012-17-062 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.31.- Expediente Nº: 169-12 (6). Denunciado: Lic. Diego Alejandro Rojas Sáenz. Denunciante: José Eduardo López Durán. 

SE ACUERDA 2012-17-063 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
Al ser las veinte horas con veinte minutos se da por finalizada la sesión.  
     Dr. Gary Amador Badilla     
                               Licda. Rosibel Jara Velásquez
                 Presidente                                                                     Secretaria[image: image3.png]
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